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<Commission>{PETI}Comisión de Peticiones</Commission>

<Date>{12/10/2020}12.10.2020</Date>
<TitreType>COMUNICACIÓN A LOS MIEMBROS</TitreType>
Asunto:	<Titre>Petición n.º 0506/2020, presentada por Alvin Mercer, de nacionalidad irlandesa, sobre las actividades de los agentes de contratos por diferencias (CPD) como Plus500 que supuestamente perjudican a los consumidores</Titre>
1.	Resumen de la petición
El peticionario cuestiona las operaciones de los agentes de contratos por diferencias (CPD) como Plus500 Ltd., una empresa israelí que está regulada tanto por la CySEC (Comisión de Bolsa y Valores de Chipre) como por la FCA (Autoridad de Conducta Financiera). Afirma que muchos ciudadanos europeos han sufrido pérdidas al utilizar los servicios de dichos agentes, que supuestamente actúan como contraparte de cualquier operación al tiempo que fijan el precio, lo que representaría un conflicto de intereses. A este respecto, el peticionario pone en duda el cumplimiento del artículo 23, letra d, de la AEVM, concebido específicamente para prevenir los conflictos de intereses, y denuncia el carácter lúdico de la especulación de activos, así como las agresivas campañas de comercialización de esos agentes. A pesar de ello, el peticionario afirma que los reguladores tanto de Chipre como del Reino Unido no están actuando.
2.	Admisibilidad
Admitida a trámite el 27 de julio de 2020. Se pidió a la Comisión que facilitara información (artículo 227, apartado 6, del Reglamento interno).

3.	Respuesta de la Comisión, recibida el 12 de octubre de 2020 
Observaciones de la Comisión 
El artículo 23 de la Directiva 2014/65/UE[footnoteRef:1] relativa a los mercados de instrumentos financieros (MiFID II) exige a las empresas de servicios de inversión que tomen todas las medidas apropiadas para detectar y prevenir o gestionar los conflictos de intereses que pudieran surgir entre las propias empresas y sus clientes. En consonancia con el artículo 16, apartado 3 de la Directiva MiFID II, toda empresa de servicios de inversión mantendrá y aplicará medidas administrativas y de organización efectivas con vistas a adoptar todas las medidas razonables destinadas a impedir que los conflictos de intereses definidos en el artículo 23 perjudiquen los intereses de sus clientes. Además, las empresas de servicios de inversión deben actuar en el mejor interés de sus clientes. De conformidad con el artículo 27 de la Directiva MiFID II, al ejecutar órdenes, las empresas de servicios de inversión adoptarán todas las medidas suficientes para obtener el mejor resultado posible para sus clientes teniendo en cuenta el precio, los costes, la rapidez, la probabilidad de la ejecución y la liquidación, el volumen, la naturaleza o cualquier otra consideración pertinente para la ejecución de la orden.  [1:  Directiva 2014/65/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativa a los mercados de instrumentos financieros y por la que se modifican la Directiva 2002/92/CE y la Directiva 2011/61/UE. Texto pertinente a efectos del EEE (DO L 173 de 12.6.2014, pp. 349-496).] 

Al peticionario le preocupa que este requisito pueda incumplirse cuando los proveedores de contratos por diferencias (CPD) actúen como contraparte de la operación y estén fijando el precio. Además, el agente de CPD obtiene beneficios cuando los clientes pierden y el control de ambos elementos perjudica a los consumidores. 
La Autoridad Europea de Valores y Mercados (AEVM) ya se ha pronunciado sobre la aplicación de los requisitos legales relativos a la provisión de CPD a clientes minoristas. Entre otras cosas, la AEVM señala que los conflictos de intereses inherentes que se producen en algunos modelos de negocio típicos de los proveedores de CPD, en particular en relación con los modelos de negociación en los que la empresa solicitante tiene previsto negociar por cuenta propia como contraparte en la operación del cliente, las ANC[footnoteRef:2] deben garantizar que la empresa solicitante pueda demostrar que ha tenido en cuenta los posibles conflictos de intereses dentro de su modelo de negocio y sus operaciones, y cómo se detectarán, gestionarán y mitigarán los conflictos de intereses[footnoteRef:3]. En el mismo documento, la AEVM proporciona más información sobre cómo tratar los diferentes modelos de negocio de los proveedores de CPD (por ejemplo, las empresas que negocian por cuenta propia y actúan como contraparte del cliente, sin cobertura frente a las órdenes de los clientes y las que cubren total o parcialmente las órdenes de los clientes). Corresponde principalmente a las autoridades nacionales competentes evaluar si determinadas entidades financieras disponen de los requisitos organizativos necesarios para evitar los conflictos de intereses y garantizar la mejor ejecución, ya que la supervisión de dichas entidades individuales es competencia de las autoridades nacionales competentes. [2:  ANC = autoridad nacional competente.]  [3:  AEVM, Documento de preguntas y respuestas sobre la provisión de CPD y otros productos especulativos a inversores minoristas https://www.esma.europa.eu/sites/default/files/library/esma35-36-794_qa_on_cfds_and_other_speculative_products_mifid.pdf ] 

Por lo que se refiere a la afirmación del peticionario de que los ciudadanos europeos han sufrido pérdidas debido a la manipulación de precios, los fondos no liberados y las pantallas congeladas que parecen sobrevenir en los momentos más oportunos, la Comisión desea aclarar que este comportamiento, si se demuestra, no se consideraría «solo» una infracción de la normativa financiera, sino un fraude. En caso de que las autoridades nacionales competentes, o la AEVM, si procede, determinen un escenario de este tipo, se espera que inicien una investigación y cooperen con las autoridades judiciales cuando sea necesario.
Además, al peticionario le preocupa que la negociación de CPD pueda asemejarse al juego, ya que el cliente no es propietario del activo subyacente al CPD. Un CPD es un acuerdo entre un «comprador» y un «vendedor» para intercambiar la diferencia entre el precio corriente de un activo subyacente (acciones, divisas, materias primas, índices, etc.) y su precio cuando se cierra el contrato. De hecho, el inversor nunca compra ni posee el activo subyacente al CPD. Sin embargo, esto suele aplicarse a todos los contratos de derivados. Los derivados se utilizan para gestionar posibles desfases de vencimiento en sus balances a la luz de las tendencias específicas del mercado (cobertura) o para especular. Para proteger a los clientes minoristas frente a los CPD en los que el aspecto especulativo parece ser el centro del instrumento, la AEVM estableció unas limitaciones claras para los CPD, que todas las ANC han incorporado a los requisitos nacionales.
[bookmark: _GoBack]Por lo que se refiere a las prácticas de comercialización, la Comisión no tiene conocimiento de que los supuestos descritos por el peticionario fueran habituales. El 12 de julio de 2019, la AEVM emitió una advertencia centrada en otras prácticas de comercialización, en la que instaba a los proveedores de CPD a poner fin a otras prácticas, por ejemplo las que dan lugar a una reorientación automática de los clientes hacia sitios web y jurisdicciones de fuera de la UE[footnoteRef:4]. [4:  https://www.esma.europa.eu/press-news/esma-news/esma-warns-cfds-providers-application-product-intervention-measures. ] 

Conclusiones
Existe un marco jurídico, que incluye las competencias de intervención de productos otorgadas a la AEVM y a las ANC, que debería proteger adecuadamente al peticionario del escenario específico que describe. El papel de la Comisión consiste en proponer legislación para el funcionamiento de un mercado interior de servicios financieros y, una vez adoptada por el Consejo y el Parlamento Europeo, garantizar su transposición a las legislaciones nacionales y su correcta aplicación. Sin embargo, es competencia primordial de las autoridades y los tribunales nacionales investigar casos individuales de supuesta venta abusiva de productos financieros en un Estado miembro, a fin de garantizar la correcta aplicación de las normas de la UE. La Directiva MiFID II otorga a las autoridades nacionales competentes todas las facultades de supervisión, incluidas las competencias de investigación y las competencias para imponer las medidas correctivas pertinentes. 
La Comisión, en su calidad de guardiana del Tratado, puede intervenir en los casos en que la legislación de la UE se transponga o aplique incorrectamente por parte de las autoridades nacionales competentes. En el presente caso, la Comisión no tiene pruebas de que se den estas condiciones.
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